
 

 

AVISA 

 

 

Que mediante providencia calendada VEINTICUATRO (24) de ENERO de DOS 

MIL VEINTIDÓS (2022), el Magistrado (a) CLARA INÉS MÁRQUEZ BULLA, 

ADMITIÓ la acción de tutela radicada con el No. 110012203000202200126 

00 formulada por VIVIAN MARTHA FARJAT ALVARADO contra JUZGADO 43 

CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, por lo tanto, se pone en conocimiento la 

existencia de la mencionada providencia a: 

 

 

TODAS AQUELLAS PERSONAS, NATURALES O JURÍDICAS, 
INTERVINIENTES EN CALIDAD DE PARTES PROCESALES O A CUALQUIER 

OTRO TÍTULO DENTRO DEL PROCESO No.  
11001310304320170056500 

 

 

Para que en el término de un (01) día, ejerzan su derecho de contradicción y 

defensa. Se fija el presente aviso en la Página de la Rama Judicial / Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá � Sala Civil. 

 

 

SE FIJA:   25 DE ENERO DE 2022 A LAS 08:00 A.M. 

 

SE DESFIJA:  25 DE ENERO DE 2022 A LAS 05:00 P.M. 

 

 

INGRID LILIANA CASTELLANOS PUENTES 

ESCRIBIENTE 

 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  

BOGOTÁ - SALA CIVIL  

  

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de enero de dos mil veintidós (2022).  

    

Radicación 110012203000 2022 00126 00  

 

ADMÍTESE la presente acción de tutela instaurada por VIVIAN MARTHA 

FARJAT ALVARADO contra el JUZGADO 43 CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ, D.C. 

 

Líbrese oficio al convocado para que en el término improrrogable de un (1) 

día contado a partir del recibo de la respectiva comunicación, con 

fundamento en el escrito de tutela que se le remite, se pronuncie en forma 

clara y precisa sobre los hechos fundamentales y peticiones en que se 

apoya la misma, allegando para el efecto las pruebas documentales 

respectivas.   

 

Ordénase a la Funcionaria remitir las piezas que estime pertinentes del 

expediente 11001310304320170056500. Deberá, además, presentar un 

informe detallado de las actuaciones reprochadas. Por su conducto 

notifíquese a las PARTES y APODERADOS que intervienen en el 

diligenciamiento, así como a TERCEROS, si los hubiere, de la iniciación 

del presente trámite para que ejerzan su derecho de defensa, debiendo 

incorporar a estas diligencias copia de las comunicaciones que para tal 

efecto se libren.  

 

Ante la eventual imposibilidad de enterar a las partes o terceros 



Tut�la 2�22 ��026 ��

interesados, súrtase el trámite por aviso que deberá fijarse a través de la 

publicación en la página web de la Rama Judicial de este Tribunal, con el 

fin de informar el inicio del decurso constitucional a las personas que 

pudieran resultar involucradas en sus resultas.  

 

Prevéngasele que el incumplimiento a lo aquí ordenado los hará incurrir 

en las sanciones previstas en el Decreto 2591 de 1991.  

 

Notifíquese esta decisión a las partes intervinientes en legal forma, por el 

medio más expedito y eficaz.  

  

 



Bogotá D.C. 

 

 

Señores: 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
SALA CIVIL 
REPARTO.  
 
 
ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: VIVIAN MARTHA FARJAT ALVARADO 
ACCIONADO: JUZGADO CUARENTA Y TRES (43) CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ 
 
 
VIVIAN MARTHA FARJAT ALVARADO, identificado como aparece al pie de 
mi firma interpongo acción de tutela en contra el JUZGADO CUARENTA 
Y TRES (43) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, con domicilio en esta 
ciudad, por la vulneración de mi derecho fundamental de acceso a la 
administración de justicia por mora judicial. 
 

I. HECHOS 
 

- En el juzgado accionado cursa proceso de pertenencia con radicado 
No. 2017-00565, donde figuro como demandante y como 
demandado el señor EULISES VARÓN DURAN (Q.E.P.D.). 
 

- El pasado 18 de noviembre de 2021 por intermedio de mi apoderado 
judicial y para el proceso en mención se acreditó el cumplimiento 
de una exigencia del despacho accionado dispuesto en el numeral 
segundo del auto de fecha 14 de enero de 2021 � notificar a la 
curadora ad litem de la decisión por medio de la cual se corrigió la 
sentencia de fecha 3 de marzo de 2020 -.   
 

- A la fecha dicha solicitud, la del 18 de noviembre de 2021, no se ha 
dado tramite al memorial allegado, constituyendo una mora 
injustificada en un trámite tan sencillo como lo es ingresar el 
expediente al �despacho�. 
 

- Vale la pena precisar que con el memorial allegado se busca dar 
cumplimiento a la exigencia del juzgado accionado, para que me 
expidan los oficios de inscripción de la sentencia, junto con la 
copia autentica de sentencia de instancia, de fecha 



3 de marzo de 2020 y el auto que corrigió dicha 
providencia proferido el 14 de enero de 2021, dado 
que dichas decisiones deben ser adjuntadas según nota devolutiva 
de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos � Zona Norte. 
(véase nota devolutiva adjunta). 
 

- Destaco que si bien en otras oportunidades me han entregado los 
oficios de inscripción de la sentencia, fueron devueltos por la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos � Zona Norte (aspecto que 
implicó la corrección de la sentencia de instancia) y que luego me 
los volvieron a entregar y fueron nuevamente devueltos conforme 
a la nota devolutiva adjunta. 
 

- Adviértase además, que aunado a las dificultades propias de la 
pandemia, el cierre de despachos judiciales por un periodo de 
tiempo, el cierre de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 
� Zona Norte (que también estuvo cerrada una temporada), la 
aclaración de sentencia emitida en instancia y demás dilaciones, no 
ha sido posible realizar un tramite tan sencillo como inscribir la 
sentencia proferida en la demanda de pertenencia de la referencia 
desde el pasado 3 de marzo de 2020, por lo que solicito la 
expedición de los oficios (con las exigencias de la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos � Zona Norte), son lo único que necesito 
para poder finalizar la actuación del referido expediente. 

 
II. PRETENSIONES 

 
- Se declare que el JUZGADO CUARENTA Y TRES (43) CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ ha vulnerado mi derecho fundamental de 
acceso a la administración de justicia por mora judicial. 

 
- Como consecuencia, se ordene al JUZGADO CUARENTA Y TRES (43) 

CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ que, dentro de las 48 horas 
siguientes a la notificación del fallo de tutela, resuelva la solicitud 
radicada el pasado 18 de noviembre de 2021 conforme lo 
establecen la normatividad y la jurisprudencia colombianas, y se me 
expidan los oficios de inscripción de la sentencia, junto con la copia 
autentica de sentencia de instancia, de fecha 3 de marzo de 2020 y 
el auto que corrigió dicha providencia proferido el 14 de enero de 
2021 � según lo exigido por la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos � Zona Norte. 

 
III. DERECHOS VULNERADOS 

 



 
- Derecho Fundamental de acceso a la administración de 

justicia por mora judicial. 
 
 

IV. FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 
 
Desde sus comienzos la Corte Constitucional ha indicado en su 
jurisprudencia: 
 

�La acción de tutela fue consagrada en la Constitución en el 
artículo 86 como el mecanismo judicial de carácter preferente y 
sumario, diseñado para la protección inmediata de derechos 
constitucionales cuando estos se vean vulnerados o amenazados 
por la acción u omisión de cualquier autoridad, y 
excepcionalmente, por particulares.  
 
La omisión resulta de especial relevancia cuando se atribuye a 
autoridades investidas de la facultad de impartir justicia pues se 
encuentra íntimamente relacionada con su carga funcional y el 
cumplimiento de sus deberes. En concreto, el artículo 228 
superior establece que los términos procesales se observarán 
con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Disposición 
constitucional que fue desarrollada por la Ley 270 de 1996, 
Estatutaria de la Administración de Justicia, en la que se 
consagraron los principios que rigen la administración de 
justicia, entre ellos la celeridad, la eficiencia y el respeto de los 
derechos de quienes intervienen en el proceso1. 
 
En particular, la jurisprudencia constitucional ha planteado la 
clara relación existente entre la mora judicial y la afectación al 
derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y 
al debido proceso, consagrados en los artículos 29, 228 y 229 
Superiores. Si bien es claro que los contenidos de los derechos 
antes mencionados no pueden confundirse, su relación es 
intrínseca tanto para aquellos que pretenden acceder a la 
administración de justicia como para quienes están investidos 
de la función jurisdiccional. Ellos suponen la determinación de 
reglas como la consagración de vías procesales adecuadas, 
oportunidades para ejercer el derecho de acción, personas 
habilitadas para demandar, etapas dentro del procedimiento, 

1 Ver �entencia ��4�4 �e  ��4�



términos2, etc., los cuales serán perentorios y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su 
violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de 
las sanciones penales a que haya lugar. En esta medida, dilatar 
injustificadamente las actuaciones judiciales, además de 
constituir una vulneración al debido proceso, puede representar 
una negación del derecho de acceso a la justicia3. 
 
Así, el derecho al debido proceso supone el cumplimiento de 
términos judiciales no como un fin en sí mismo, sino como medio 
���� �asegurar que, a través de su observancia, resulten 
eficazmente protegidos los derechos de los gobernados, muy 
especialmente el que tienen todas las personas en cuanto a la 
obtención de pronta y cumplida justicia"4. Por ende, quien 
adelanta cualquier actuación judicial dentro de los términos 
previstos, ostenta el derecho a que se le resuelva del mismo 
modo, dentro del tiempo consagrado para ello, pues de no ser 
así se desconocerían sus derechos fundamentales al debido 
proceso y de acceso a la administración de justicia, �comoquiera 
que no se brinda una respuesta oportuna frente a las 
pretensiones invocadas en su momento y se torna ilusoria la 
realización efectiva de la justicia mat����� �� �� ���	 �	����
	�5. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha reconocido que existen 
fenómenos como la mora, la congestión y el atraso judiciales, 
que afectan estructuralmente la administración de justicia, por 
lo que en ciertos casos el incumplimiento de términos procesales 
no es directamente imputable a los funcionarios judiciales6, más 
si se tienen en cuenta la complejidad de los casos que pueden 
derivar en la práctica de pruebas, el cumplimiento de trámites, 
lo que deriva en el aumento del tiempo previsto por el legislador 
para la el agotamiento de las etapas o la totalidad del proceso7.  
 
Es por esta razón que la jurisprudencia constitucional ha 
determinado criterios para establecer si la mora en la decisión 
de las autoridades judiciales es justificada o injustificada. Al 
respecto, la Corte ha generado una amplia jurisprudencia que 
es importante recordar en este caso, retomando la línea 
planteada en la sentencia T-186 de 2017. En un primer 

2 Cfr. Sentencia T-186 de 2017.  
3 Sentencia T-1154 de 2004.  
4 Sentencia T-431 de 1992.
5 Sentencia T-441 de 2015.  
6 Cfr. Sentencia T-441 de 2015.  
7 Cfr. SU-394 de 2016.  



momento, en la decisión T-431 de 1992, esta Corporación negó 
el amparo solicitado por vencimiento de términos, sin 
consideración concreta.  
 
En la decisión T-190 de 1995, se consagró que la obligatoriedad 
de los términos judiciales admitía excepciones en los casos en 
�	� ��� �� �	���	���� ��� �����
�� ���
�����	 �� �� �	���, pero 
que estas debían ser restrictivas y obedecer a 
situaciones probada y objetivamente insuperables, y 
debidamente reguladas por el legislador8. Siguiendo dicha línea, 
en el fallo T-030 de 2005, la Corte reiteró que la inobservancia 
de los términos por parte de los funcionarios judiciales debe ser 
analizada en cada caso concreto, y que el vencimiento de 
términos legales per se no implica la lesión de derecho 
fundamentales, salvo la existencia de un perjuicio irremediable. 
Se precisó además que el reproche ante la omisión en la 
actuación judicial debe partir de un origen injustificado, es decir, 
que se deba a la falta de diligencia por parte del funcionario 
judicial en la ejecución de sus obligaciones. Se enfatizó en que 
�� ���� ���� ���� �	������ ��� �� �	�� ��� ���
������� 	 �	� implicaba 
una valoración crítica del cumplimiento de los deberes por parte 
del funcionario judicial, entre los que se incluía la adopción de 
������� 
������
�� � ������� ��
����	��� �� �	�	��
�
��9.  
 
Ya en la sentencia T-803 de 2012 se definió la mora judicial10 y 
se reiteró que es necesario valorar la razonabilidad del plazo y 
el carácter injustificado del incumplimiento para definir si se 
configura la lesión de derechos fundamentales. Para ello, se 
consagraron los siguientes criterios: (i) el incumplimiento de los 
términos judiciales; (ii) el desbordamiento del plazo razonable, 
siendo necesario valorar la complejidad del asunto, la actividad 
procesal del interesado, la conducta de la autoridad competente 
y la situación global del procedimiento;  (iii) la falta de motivo 
o justificación razonable de la demora; y (iv) el funcionario 
incumplidor debía demostrar el agotamiento de todos los medios 

8 Sentencia T-186 de 2017.
9 Sentencia T-186 de 2017.  
10 Se definió la mora judicial como ��
 ��
���
� ������������ ������ ����� ������� ����� ��� ������ �� ��������
� ������� ��� ������� �� ������ � �� ����
��������
 ��  �������!� " ��� �� �����
�� ���� ���������� ��
acumulaciones procesales estructurales que superan la capacidad humana de los funcionarios a cuyo cargo se 
encuentra la solución de los procesos.  No obstante, para establecer si la mora en la decisión oportuna de las 
autoridades es violatoria de derechos fundamentales, es preciso acudir a un análisis sobre la razonabilidad del 
plazo y establecer el carácter ��
 ����������! en el incumplimiento de los términos. La mora judicial se justifica 
cuando: se está ante asuntos de alta complejidad en los que se demuestra de manera integral una diligencia 
razonable del juez que los atiende, se constata la existencia de problemas estructurales, de exceso de carga 
laboral u otras circunstancias que pueden ser catalogadas como imprevisibles e ineludibles. Por el contrario, 
se considera que la mora es injustificada en aquellos eventos en los que se comprueba que el funcionario 
�
���#��� 
� �� ���� ����#�
�� " �� �����������
�� �� �$������� � �
�������
 ������%���� �� ��� ��$����!& 



posibles para evitar el detrimento de las garantías de acceso a 
la administración de justicia y debido proceso.  
 
Se concluyó entonces que la mora se entiende justificada cuando 
(i) se está ante asuntos de alta complejidad en los que se 
demuestra de manera integral una diligencia razonable del juez 
que los atiende, y (ii) se constata la existencia de problemas 
estructurales, de exceso de carga laboral u otras circunstancias 
��� ������ ��� ��
��		���� �	�	 ������������� � �������������  
 
En la providencia T-230 de 2013 se reiteraron las 
consideraciones previamente expuestas, precisando que en 
casos de mora judicial la acción de tutela es procedente cuando 
(i) se cumplan los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, y 
(ii) se acredite la existencia de un perjuicio irremediable, 
advirtiendo que el remedio consistente en la alteración del turno 
es excepcional11. 
 
En igual sentido, en la decisión T-441 de 2015, esta Corporación 
reiteró que, si bien la dilación injustificada o indebida en el 
cumplimiento de los términos procesales puede considerarse 
violatoria de derechos fundamentales, esto no significa, 
automáticamente, que se pueda alterar el orden de los procesos 
judiciales o el turno que se haya establecido para su fallo, salvo 
las excepciones consagradas legalmente12. 
 
La Sala Plena, en la sentencia SU-394 de 2016, reiteró el 
anterior precedente, afirmando que la administración de justicia 
debe ser pronta, cumplida y eficaz, y que el respeto a los 
términos procesales debe ser perentorio y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales, por lo que 
el incumplimiento injustificado acarrea sanciones disciplinarias. 
Respecto de la dilación injustificada, se indicó que el juez de 
tutela debe estudiar si la demora u omisión atiende a razones 
constitucionalmente validas o, por el contrario, se presenta ante 
la negligencia de los funcionarios judiciales. Se deberá entonces 
examinar si (i) se desconocieron los términos legales previstos 
para la adopción de la decisión; (ii) si la violación a estos se 
debe a la complejidad del caso, la actividad probatoria necesaria 
para tomar una decisión fundada, y en esa medida la actividad 
judicial se encuentra dentro de un plazo razonable y (iii) si no 
concurren elementos estructurales o de contexto objetivos e 

11 Sentencia T-186 de 2017.  
12 Cfr. T-441 de 2015



invencibles como situaciones de fuerza mayor o congestión 
judicial.  
 
En esa oportunidad, la Corte hizo referencia a la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la cual se 
ha desarrollado un test para determinar cuándo una autoridad 
judicial ha desconocido las garantías judiciales al omitir resolver 
en un plazo razonable un proceso puesto a su consideración: 
�i) la complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del 
interesado; y iii) �� �	����
� �� ��� ��
	������� ���������13. 
 
Las reglas previamente expuestas fueron reiteradas 
posteriormente en el fallo T-186 de 2017, en el que se indicó 
que no toda mora judicial implica la vulneración de los derechos 
fundamentales, por lo que es necesario que se verifique si se 
incurre en un desconocimiento del plazo razonable y la 
inexistencia de un motivo que lo justifique.  
 
Finalmente, en la decisión SU-333 de 2020, la Sala Plena de esta 
Corporación reiteró el precedente jurisprudencial respecto de la 
mora judicial y la configuración de una violación a los derechos 
fundamentales del debido proceso y acceso a la administración 
de justicia. En ella se unificaron las siguientes reglas 
jurisprudenciales:  

 
i. Una persona, en ejercicio del ius postulandi, puede dirigir 

peticiones a las autoridades judiciales sobre los procesos que 
adelantan en sus despachos, es decir de contenido 
jurisdiccional. En dichas situaciones, la respuesta se somete a 
las normas legales del proceso judicial respectivo y no a la Ley 
Estatutaria del derecho de petición. 
  

ii. En caso de omisión de respuesta, se incurre en una vulneración 
del derecho al debido proceso y al acceso a la administración de 
justicia, salvo que la dilación esté válidamente justificada. En 
relación con estas omisiones judiciales, la acción de tutela 
resulta formalmente procedente cuando (i) no se cuenta con un 
mecanismo judicial ordinario para impulsar el proceso (como 
consecuencia de un estado de indefensión, entre otras razones); 
(ii) el ciudadano se ha comportado activamente y ha impulsado 
el avance del proceso, y (iii) la omisión judicial no se debe a 

1� Sentencia SU-3�� de  ����



conductas dilatorias, o no es atribuible al incumplimiento de 
cargas procesales.  
 

iii. Se presenta una mora judicial injustificada si: (i) es fruto de un 
incumplimiento de los términos señalados en la ley para 
adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo 
razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión 
judicial o el volumen de trabajo, y (iii) la tardanza es imputable 
a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de 
una autoridad judicial�� (SU-453/20 del 16 de octubre de 
2020, Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO JOSÉ LIZARAZO 
OCAMPO). 

 
V. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Fundamento mi acción en lo establecido en los artículos Art. 23, 86 de la 
Constitución Política y Decretos Reglamentarios 2591 de 1991, 306 de 
1992 y D. L. 1382/2000; Decreto 2150 de 1995, art. 1 y Ley 1755 de 
2015.  
 

VI. PRUEBAS 
 

- Documento que contiene nota devolutiva de la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos � Zona Norte y el memorial enviado del 
18 de noviembre de 2021. 

- Certificado de existencia y representación legal de la accionada 
donde se constata las direcciones establecidas para efectos de 
notificaciones.  

- Las que es el Señor Juez considere necesarias. 
  

VII. JURAMENTO 
 
Conforme lo establece el artículo 37 de la Constitución Política, manifiesto 
que no he interpuesto otra acción de tutela que verse sobre los mismos 
hechos y derechos presentados en ésta, ante cualquier otra autoridad 
judicial. 
 

VIII. ANEXOS 
 

- Los documentos referenciados en el acápite de pruebas 
 

IX. NOTIFICACIONES 
 



A la accionante: Recibiré notificaciones preferiblemente en la dirección 
Calle 145 # 58 - 36, int. 3, apto 101 de Bogotá, en el correo electrónico 
vivianfarjat21@hotmail.com    
 
El Juzgado 43 Civil Del Circuito de Bogotá en la Carrera 10 # 14 � 33, 
Piso 4, Edificio Hernando Morales Molina � Bogotá D.C.  
Correo electrónico: ccto43bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Del Señor Juez, 
 

 

VIVIAN MARTHA FARJAT ALVARADO 
C.C. 32.621.053 
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